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El presente trabajo de investigación titulado “El sistema de elección de los 
miembros del Tribunal Constitucional en el Perú”, tiene como objetivo analizar el  
sistema de elección de los miembros del Tribunal Constitucional el en Perú.  
El paradigma de investigación es socio crítico con enfoque cualitativo, tipo de 
investigación básica, diseño interpretativo basado en la teoría fundamentada y 
bibliográfica y para obtener la información se utilizó el instrumento de guía de 
análisis documental. 
Finalmente, se llegó a la conclusión de que el sistema de elección de los 
magistrados del Tribunal Constitucional en el Perú ha sido cuestionado y 
problemático dado que, no existen reglas claras más aún, en la realidad se da el 
cuoteo político en virtud del artículo 201 de la carta magna lo cual, ha generado 
demoras en la renovación de los magistrados, declaraciones de nulidad de 
elecciones ya realizadas, incertidumbre y desconfianza,  afectando con ello la 
institucionalidad de este órgano constitucional. Por lo que, solo la voluntad de 
consenso de las fuerzas políticas y asumir a conciencia de que el actual sistema 
de elección no ha funcionado y priorizar una reforma constitucional, garantizará la 
independencia y autonomía de los magistrados del Tribunal Constitucional.  
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This research paper entitled "The system of election of the members of the 
Constitutional Court in Peru", aims to analyze the system of election of the 
members of the Constitutional Court in Peru. 
The research paradigm is a critical partner with a qualitative approach, a basic 
type of research, an interpretive design based on supported and bibliographic 
theory, and the document analysis guide instrument was used to obtain the 
information. 
Finally, it was concluded that the system for electing the magistrates of the 
Constitutional Court in Peru has been questioned and problematic since, there are 
no more clear rules, in reality there is a political quota under article 201 of the 
Magna Carta, which has generated delays in the renewal of magistrates, 
declarations of nullity of elections already held, uncertainty and mistrust, thereby 
affecting the institutionality of this constitutional body. Therefore, only the 
willingness of consensus of the political forces and assuming that the current 
election system has not worked and prioritizing a constitutional reform, will 
guarantee the independence and autonomy of the magistrates of the 
Constitutional Court. 
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En ese sentido, para contextualizar la politización en el proceso de elección de 
los integrantes del TC tenemos la conocida repartija del año 2013 donde pudimos 
ver como se ponían de acuerdo un grupo de parlamentarios para que cada 
bancada ponga a su candidato así, el diario Perú 21 (16/07/2013) difundió unos 
audios donde el ex congresista Luis Galarreta manifestaba “Si el esquema es, en 
todo caso, el Gobierno, 2; el fujimorismo, 2: Perú Posible, 1 y nosotros 1 y así va 
bajando ¿qué daría el Gobierno por tener un Banco Central más? ¿Defensoría, 
TC?” (prr. 6). 
Al respecto tal como sostiene Quispe (2013) “Si algo queda claro, luego de 
escuchar las grabaciones, es que […] negociaron, […] los cargos sin interesarles 
los méritos y calificaciones de los candidatos persiguiendo satisfacer sus 
intereses personales y partidarios dando la espalda al pueblo” (prr. 6). 
Asimismo, tenemos que el pasado 22 de mayo del 2020 el Congreso de la 
República  anuló la designación de  Gonzalo Ortiz de Zevallos efectuado, por el 
parlamento disuelto el pasado 30 de setiembre del 2019, debido a que “Primero, 
nunca se publicó en El Peruano. Segundo, el propio TC no admitió el 17 de 
octubre (el nombramiento).  […] No está en cuestión la honorabilidad de las 
personas, está en cuestión el proceso” (Diario de debates del Pleno del Congreso 
de la República, 2020, p. 51). 
Por lo cual, no debe dejarse de lado estos acontecimiento pues la injerencia de 
la política en el procedimiento de elegir a los miembros del TC afecta la imagen, 
percepción  y confianza de la población hacia los magistrados.  
De acuerdo a nuestra realidad nacional uno de los temas que mayor problema 
y cuestionamientos ha generado en los últimos años es el proceso de selección 
de los miembros del Tribunal Constitucional (en adelante TC). Todo esto, debido a 
que a lo largo de la existencia de este órgano constitucional, las experiencias que 
se ha tenido al elegir a los miembros por el Congreso no han sido satisfactorias 
por haber sido politizadas, hasta ha sido perjudicial para el fortalecimiento de la 





Por otro lado, también tenemos que el Congreso de la República no ha 
respetado el plazo que tienen para elegir a los magistrados del TC, pues hemos 
tenido y seguimos teniendo magistrados con mandato vencido, pero siguen 
ejerciendo el cargo debido a que no se ha elegido a sus reemplazantes.  
Tal es el caso de que en el año 2014 surgió un problema entre el CNM y el TC 
ya que, el primero pretendía desconocer el fallo expedido en el expediente N° 
0791-2014-PA/TC (caso de elección de los fiscales supremos Zoraida Avalos, 
Nora Miraval Vs. Mateo Castañeda), alegando  que 6 de los miembros del TC se 
encontraban con periodos vencidos. 
En esa misma línea, actualmente también tenemos que los magistrados del TC 
tienen el mandato vencido  ya que, los magistrados Ernesto Blume Fortini, Manuel 
Miranda Canales, Carlos Ramos Nuñez, José Luis Sardón de Taboada, 
Marianella Ledesma Narváez y Eloy Espinoza Saldaña tomaron juramento el  03 
de junio del 2014 por lo cual, desde del 03 de junio del 2019 vienen ejerciendo 
sus funciones con la designación vencida.  
Es lamentable decir que las bancadas al momento de elegir no se centren en 
evaluar los méritos, la preparación, especialización, antecedentes, probidad e 
idoneidad de los postulantes sino, más bien la discusión se basa en la búsqueda 
de votos para que cierto candidato sea elegido. Lo cual, es una realidad y debe 
ser asumido pues, el Congreso es un este conformado por partidos políticos que 
tienen intereses y siempre van buscar la forma de proteger dichos intereses. 
Pues, en nuestro país existen dos modalidades de acuerdo a lo establecido en 
el artículo 8 de la LOTC – Ley 28301, la modalidad ordinaria y la modalidad 
especial el primero consiste en un proceso por concurso público llevada a cabo 
por una comisión especial designado por CR y en la segunda modalidad la 
consiste en que la comisión invita a los profesionales que considere pertinente a 
fin de que el Pleno del CR elija. 
Consecuentemente, podemos sostener que el sistema que se ha adoptado en 
el Perú para elegir a los integrantes del TC no es adecuado, por no garantizar  la 
igualdad de oportunidades, la meritocracia, transparencia e independencia de los 




altamente político. Así, este sistema ha favorecido que a puertas cerradas las 
bancadas se pongan de acuerdo sobre cuantos ponen tal bancada y cuantos el 
otro afectando gravemente la legitimidad,  imagen e institucionalidad del TC. Tal 
como manifiesta Figueroa (2012) la selección de los magistrados del TC es una 
labor difícil  “[…] desde el momento en que la elección es netamente política […] y 
suele ser una forma de maltrato a los candidatos y optan por no exponerse a un 
cuestionamiento cuya raíz es en esencia político (p. 349).” 
Por lo cual, es preciso plantearnos el problema general de la investigación de 
¿Cómo es el sistema de  elección de los miembros del Tribunal Constitucional en 
el Perú?, seguidamente los problemas específicos planteados son: ¿en qué 
consiste el sistema de elección parlamentaria para elegir a los  miembros del 
Tribunal Constitucional en el Perú?, ¿en qué consiste la modalidad ordinaria y 
especial regulada en el sistema de elección de los miembros del Tribunal 
Constitucional en el Perú? y  ¿cuáles son los fundamentos que determinó al 
Congreso Constituyente de 1993 para crear un tribunal Constitucional en el 
Perú?. 
El tema investigado se justifica en la necesidad de realizar un análisis profundo 
al sistema de elección de los miembros del TC en el Perú, debido a que a lo largo 
de los 27 años de su existencia los magistrados de este órgano constitucional han 
sido, objeto de cuestionamientos afectando su legitimidad y fortalecimiento de la 
institución. 
Esto, básicamente ha ocurrido debido a que en  nuestro país el sistema que se 
ha adoptado para elegir a los magistrados del TC es el parlamentario donde, el 
CR es el único ente encargado de llevar acabo todo el proceso de elección de los 
miembros del TC, lo cual, definitivamente no ha sido satisfactorio; dado que,  
tuvimos elecciones cuestionadas, poco transparentes, carentes de evaluación de 
los méritos de los candidatos y una suerte de interés político al momento de su 
elección, las constantes dilaciones en elegir a los reemplazantes incluso se debe 
a la politización y falta de consenso entre las bancadas. 
En ese sentido, la investigación se justifica en la imperante necesidad de contar 




monopolización en un solo poder la tarea elegir a los magistrados asimismo, en la 
urgente necesidad de controlar y desterrar la injerencia de los partidos políticos en 
la selección de los integrantes del TC. 
Por otro lado, la relevancia del tema investigado radica en la importancia y 
necesidad de contar con un TC institucionalmente fortalecido y legitimado ante la 
sociedad y la comunidad internacional lo cual, parte desde el sistema de elección 
de los magistrados.  
Finalmente, el aporte del tema investigado consiste en que se analizó el 
sistema de elección de los magistrados del TC adoptado por el Perú, para luego 
proponer cambios al sistema a fin de lograr elecciones que garantice la 
meritocracia, igualdad de oportunidades y transparencia en el procedimiento de 
elección. 
Por lo cual, la presente investigación tiene por objetivo general analizar el  
sistema de elección de los miembros del Tribunal Constitucional en el Perú, 
asimismo, se tiene como objetivos específicos analizar el sistema de elección 
parlamentaria para elegir a los  miembros del Tribunal Constitucional en el Perú, 
analizar la modalidad ordinaria y especial regulada en el sistema de elección de 
los miembros del Tribunal Constitucional en el Perú y determinar los fundamentos 












deseable composición paritaria del tribunal constitucional: una propuesta de 
reforma constitucional”. Donde propone la paridad en el modo de la integración de 
los miembros del TC de España. Así, concluye que  el principio de paridad 
obligaría a que el Tribunal Constitucional estuviera compuesto, […] por un 50% de 
magistrados y un 50% de magistradas. Así debería […] indicar que el TC se 
compone de 6 magistrados y 6 magistradas.  
Millán (2015) en el artículo escrito en la Revista de Ciencia y Cultura, titulado 
“El sistema electoral para la elección de los magistrados del Tribunal 
Constitucional Plurinacional”, concluyó que el hecho de haberse implantado la 
elección por voto universal  del Tribunal Constitucional Plurinacional de Bolivia es 
el resultado de un esfuerzo imparable de la búsqueda de un sistema que permita 
la participación activa de sus ciudadanos, dentro de un sistema electoral 
democrático.  
Pérez de los Cobos (2016)  en un estudio y/o informe elaborado por encargo de 
la Biblioteca de Derecho Comparado del Parlamento Europeo, titulado " El papel 
de los Tribunales Constitucionales en la gobernanza a diferentes niveles - 
España: El Tribunal Constitucional",  realiza un análisis de la composición y 
organización del Tribunal Constitucional español; concluyendo que el TC aparte 
de llevar acabo el control constitucional de las normas también, resuelve 
conflictos entre los poderes del Estado y los órganos constitucionales.  
De Paz y Contreras (2019) en el  artículo titulado “Expansion of Corporative 
Free Speech and the On Going Constitutional Crisis in the United States” analiza 
la crisis constitucional que atraviesa Estado Unidos a raíz de las políticas 
adoptadas por el actual gobierno. Por lo que concluye que hay signos evidentes 
de la crisis constitucional estadounidense. En términos de raíz constitucional, un 
factor esencial fue la mutación constitucional de la Primera enmienda provocada 
por la Corte Suprema de los Estados Unidos. Desde el momento en que las 
corporaciones obtuvieron el "derecho constitucional" a gastar cantidades 
ilimitadas de dinero en campañas electorales, el poder judicial creó una categoría 
de derechos políticos que no existen en la Constitución de los Estados Unidos. 
II.  MARCO TEÓRICO 




Por lo tanto, según la voz de la Corte Suprema, la distribución desigual de la 
participación política a favor de ciertos actores políticos debilitó el derecho de las 
personas que no pueden gastar dinero en campañas.  
Figueroa (2016) en el artículo publicado en la revista Peruana de Derecho 
Constitucional bajo el título “La cosa juzgada constitucional. Previsiones y 
oposiciones en la interpretación constitucional” afirma que el Tribunal 
Constitucional es el referido último intérprete de la Constitución, es razonable que 
tenga la potestad de fijar los conceptos compatibles o no compatibles con los 
principios, valores y directrices de nuestra Carta Fundamental. Asimismo, si bien 
la constitución le ha otorgado la  atribución constitucional de controlar la 
constitucionalidad de las normas al TC este, no deben minimizar el trabajo de los 
jueces del Poder Judicial quienes hacen el control previo o primer filtro antes de 
que los casos lleguen a conocimiento del TC. 
Castillo  (2015) en la tesis titulada “Análisis del sistema de elección de los 
magistrados de la Corte de Constitucionalidad”, analizó la forma de elección de 
los integrantes de la Corte de Constitucionalidad de Guatemala  llegando a 
concluir que los procedimiento para elegir a los magistrados se realiza de acuerdo 
a lo regulado en la Constitución lo cual, busca que aquellos que sean designados 
sean independientes en aplicación de los principios de la función jurisdiccional 
asimismo, lo que también se busca es que la ciudadanía perciba la transparencia  
en estos procedimiento ya que no se trata de cualquier funcionario público sino 
aquellos, que velarán por la constitucionalidad de las leyes y tomaran también 
decisiones importantes para el país. Para lo cual, también plantea que lo más 
importante es que aquellos encargados  de elegir a estos magistrados tengan 
probidad y actúen con ética. 
Baamonde  (2015) en la tesis titulada “La magistratura constitucional en 
España e Italia. Selección, aspectos temporales del mandato y estatuto jurídico”, 
llegó a la conclusión de que es pertinente que el sistema Español e Italiano hayan 
adoptado la composición o forma de elección tripartita de los integrantes del TC 
ya que, dejar en manos del parlamento no es lo adecuado pues recordemos, que 




el hecho que participen los distintos poderes equilibra de cierta forma a que 
puedan haber negociaciones bajo la mesa. 
Cerda (2015) en la tesis titulada “Integración del Tribunal Constitucional 
Chileno y legitimidad de la justicia constitucional,  llegó a la conclusión de que, la 
forma de elegir a los jueces debe reflejar y garantizar la independencia de los 
magistrados para lo cual, considera que se puede lograr con el hecho de no 
establecer quórums de mayoría pues, esto genera que aquellos que tengan 
alianzas o mayoría puedan ser los que deciden a quien se elige no teniendo en 
cuenta los votos de las minorías,  más aun esto genera que ni siquiera se tenga 
un debate alturado respecto a los antecedentes y los méritos de los candidatos 
centrándose más en conseguir votos para designar a un determinado candidato. 
Asimismo, propone que las elecciones o designaciones de los integrantes del TC 
deben darse en audiencias públicas donde, el ciudadano sea quien controle de 
forma directa la forma de actuar de los encargados de designarlos pues, al 
conocer los méritos, la preparación y el perfil de los candidatos  la población 
podrá tener claro de quien es el que ocupa este cargo constitucional para luego 
depositar su confianza. 
Hinostroza (2017) en la tesis titulada “El acto compuesto como sistema de 
designación idóneo para la elección de los miembros del Tribunal Constitucional”, 
concluyó que un acto compuesto como forma o modelo para designar a los 
miembros del Tribunal Constitucional es adecuado ya que, el actual sistema ha 
desbordado pues, el hecho de dejar solo al congreso la tarea de elegir ha 
generado la politización en el procedimiento lo cual, deja mucho que desear. Así, 
plantea que  más instituciones y órganos intervengan en el proceso de elección 
de los jueces constitucionales para evitar la politización y manejo interno del 
proceso.   
Aguilar (2017) en la tesis titulada “El proceso de selección y elección de los 
miembros del Tribunal Constitucional y sus implicancias en la función de control 
de la Constitución: 1995-2016”, llegó a la  conclusión de que el parlamento  ha 
demostrado no estar en capacidad de cumplir oportunamente con su deber de 




magistrados hasta ahora designados […] han permanecido en el cargo por tiempo 
mayor.  
Vera (2018) en la tesis titulada “Efectos de los mecanismos de elección de los 
magistrados del Tribunal Constitucional peruano por el congreso de la república 
en el periodo 1993 al 2016”, llegó a la conclusión de que a efecto de superar la 
problemática que ha ocasionado el Congreso de la República con los 
mecanismos de elección de los magistrados del Tribunal Constitucional que ha 
establecido y aplicado, que van desde la discrecionalidad o subjetividad, pasando 
por la demora, hasta la declaración de nulidad de dos elecciones de magistrados 
que acababa de efectuar; con lo cual ha generado entre otros aspectos, perjuicio, 
incertidumbre, y aligeramiento en el ejercicio de esta atribución congresal; por lo 
cual, es necesario se modifique los mecanismos de elección de los magistrados 
del Tribunal Constitucional, de acuerdo a los que el Derecho Comparado y la 
realidad de nuestro país sugieren, evitando sean factores políticos los que 
prevalezcan sino más bien el mérito y la idoneidad.  
En adelante, desarrollaremos el marco teórico de las categorías de la 
investigación. En ese sentido, se tiene el sistema de elección parlamentaria o de 
designación directa. En este sistema el parlamento tiene un monopolio de 
elección de los magistrados, pues ellos son los que crean las leyes pero, también 
son quienes eligen a los que van a controlar dichas normas. Es por ello, que este 
sistema es muy criticado ya que, genera que se politice el nombramiento de los 
integrantes de este órgano constitucional pues, si damos una mirada a la 
integración del parlamento nacional es el lugar donde se encuentran los políticos 
y los partidos políticos y no podemos pretender que sean ellos, quienes creen las 
leyes y ellos mismos establezcan más aún elijan a quienes les van a controlar.  
Así, en este sistema el congreso aprueba las leyes y posee el monopolio de 
elegir y designar a los magistrados del órgano constitucionalmente autónomo 
como es el TC, lo cual representa un riesgo evidente de que aquel que da las 
leyes al mismo tiempo determina el mecanismo de control de las leyes que emite. 
Por ello, no es alejado de la realidad pensar que el congreso al momento de elegir 




que de alguna forma les favorecerá con sus decisiones y definitivamente el control 
tan anhelado será ablandado (Bernales, 2001, p 58). 
Sin embargo, los argumentos a favor de la prevalencia de este sistema es que 
los magistrados una vez electos gozan de independencia en el ejercicio de sus 
cargos por lo cual, no dependen en ningún caso del órgano que los propuso y los 
eligió. 
A lo cual, podemos decir que, los sistemas que otorgan facultades monopólicas 
para nombrar a los integrantes del TC tienen el riesgo de que estas elecciones 
sean politizadas y manejadas por la mayoría parlamentaria y así si un partido 
quiera boicotear  una norma puede manejar dicha elección a fin de que los 
miembros afines al partido sean quienes declaren la inconstitucionalidad de la 
norma. Alguno de los países que adoptaron este  sistema son Alemania, Perú y 
España. 
Por otro lado en la doctrina tenemos que, el sistema de elección gubernamental 
con participación de otros poderes, también denominada  multisectorial o sistema 
de acto compuesto  consiste en que intervienen distintos poderes del estado a fin 
de que la selección de los integrantes del TC sea legitimado a través del 
consenso de distintas estamentos de poder. Asimismo, consideramos que es un 
mecanismo para que los magistrados tengan independencia a raíz de que no van 
ser elegidos por el órgano a quien van a controlar.   
Tal como sostiene Hinostroza que “Se trata de un modelo en donde todos los 
órganos o instituciones participantes, siendo estos por lo general estatales, van a 
confeccionar el acto selectivo teniendo de ahí un acuerdo, o cooperación entre 
todos los participantes” (2017, p. 17). 
Así en este sistema son los órganos de relevancia constitucional como son el 
Poder Ejecutivo, Poder Legislativo y Judicial representado por el mandatario de la 
república, el Congreso y la Corte Suprema,  los encargados de  efectuar la 
elección de los magistrados del Tribunal Constitucional el cual, puede ser de 
forma independiente o de manera conjunta. La participación del mandatario se 
sustenta y se justifica porque, es el máximo representante del sistema 




Congreso tiene relevancia porque, es el ente que produce las normas y está 
directamente vinculado a la representación nacional y finalmente la participación 
de la Corte Suprema se sustenta debido a que es el máximo tribunal 
representativo del sistema de justicia ordinaria  (Ribera ,1986, p. 99). 
Por lo cual, en este sistema el poder ejecutivo tiene participación pero, 
coordinando con otras instituciones. Así sucede en Chile donde el  los integrantes 
del TC son elegidos 3 por el Poder Ejecutivo, 4 por el CR y 3 por la Corte 
Suprema por votación secreta, lo mismo ocurren en Colombia. 
Seguidamente, es preciso abordar el sistema de elección regulado en nuestro 
país. En ese sentido, con la carta política de 1979 se instaló el Tribunal de 
Garantías Constitucionales, sin embargo no tuvo la relevancia y trascendencia 
que le correspondía tanto por el sometimiento de sus miembros ante el poder 
político como por la tensión misma entre los magistrados que lo integraban.    
Siendo disuelto el 05 de abril de 1992, restituida la democracia en el mes de 
junio de 1996 vuelve a funcionar sin embargo, año siguiente es destituido 3 sus 
miembros quedando solo con 4 y hasta el año 2000 recién se incorporan los 
magistrados y desde entonces aproximadamente has el año 2002 solo cumplió la 
función de resolver las garantías constitucionales que se planteaban adoptando, 
con ello una posición servicial.  
En ese sentido, surge la pregunta de ¿Cómo y por qué  el constituyente del año 
1979 se llegó a convencer de que el modelo concentrado es el adecuado para el 
Perú?. En respuesta a esta interrogante es preciso señalar que si bien existía el 
modelo difuso que facultaba a los jueces para realizar el control de la 
constitucionalidad y la protección de los derechos sin embargo, a lo largo de todo 
el gobierno militar el poder judicial no se caracterizó por cumplir la atribución que 
se le había otorgado contrariamente, en muchos casos permitió que se vulneren 
los bienes jurídicos que debía proteger. Por lo tanto, es justamente la 
desconfianza generada por la labor del poder judicial que hizo que el 
constituyente de aquel entonces decidiera incorporar en nuestro sistema la 
creación de un órgano ajeno al poder judicial, a fin de que  cumpla con la tarea de 




le pertenece a Javier Valle Riestra pues, fue él quien planteó y defendió frente al 
parlamento este sistema (García, 2014. P. 616).  
Por lo que, se estableció en el artículo 296 de la de la carta política de 1979 
que “[…] (el TGC) es el órgano de control de la Constitución. Se compone de 
nueve miembros. Tres designados por el Congreso; tres por el Poder Ejecutivo; y 
tres por la Corte Suprema de Justicia”. 
Asimismo, se estableció entre los requisitos para ser miembro tener la cualidad 
de defensor de la democracia y derechos fundamentales. A diferencia de la 
Constitución de 1993 respecto al periodo de duración del cargo de los 
magistrados regulaba una duración de 6 años reelegibles y que se renueva por 
tercios cada dos años.   
Sin embargo, este órgano ad hoc de 1979 solo funcionó desde el mes de 
noviembre de 1979 hasta el 05 de abril de 1992, donde el Congreso fue disuelto y 
las instituciones entre ellos al TGC.  
Consecuentemente, podemos concluir que la Constitución Política de 1979 
adoptó el sistema de elección gubernamental con participación de otros poderes 
puesto que, prescribía que el procedimiento de elección estaba a cargo de los tres 
poderes del Estado. Lo cual, es adecuado a nuestro punto de vista ya que, se 
debe buscar mecanismos que garanticen la despolitización del acto de selección y 
designación de los integrantes del TC, a fin de que sea legitimado ante la 
sociedad y la comunidad internacional. 
Puesto que, el Congreso de la República es un poder netamente político que 
se rige por un interés político lo cual, hace que la renovación de los magistrados 
del TC sea dificultosa pues, no se logra llegar a un consenso por tener diferentes 
intereses más aun   teniendo un congreso donde hay un número considerable de 
partidos o bancadas. 
Luego del golpe de estado de 1992 Fujimori por la presión de la comunidad 
internacional tuvo la obligación de  convocar al constituyente para aprobar una 
nueva constitución donde se incorpora al Tribunal Constitucional sin embargo, se 
eligió recién en 1996  a sus miembros y casi después de meses, tres de sus 




Así, en la carta política del año 1993 se fijó en el   artículo  201 que “El Tribunal 
Constitucional es el órgano de control de la Constitución. Es autónomo e 
independiente. Se compone de siete miembros elegidos por cinco años.”  
Al respecto, podemos constatar que la carta magna vigente al regular y crear al 
Tribunal Constitucional en el título V claramente ha elegido el modelo de control 
concentrada llamando también como europeo, con el fin de que un órgano adhoc 
llamado TC sea quien se encargue de controlar la constitucionalidad de todo el 
ordenamiento jurídico del país. 
 Por lo tanto, podemos decir que nuestra carta magna cambió de denominación 
a este órgano constitucional pues en la carta política de 1979 se le denominaba 
TGC. Así incluido el número de sus miembros  también cambió de nueve a siete. 
Por lo que cuando revisamos la composición del Tribunal Constitucional en el 
derecho comprado podemos apreciar que el número de miembros es mayor a la 
del Perú. 
Por ello, se considera que en el diario de debates de constituyente del año de 
1993 el aspecto del número de integrantes del TC no se discutió de forma 
continua sino, incluso se barajó la posibilidad de que esté conformada por un 
colegiado de pocos magistrados. Por lo que, se consideró que sean 5 integrantes 
tal vez esto porque, era un colegiado que puede ser de fácil manejo por los 
partidos políticos o simplemente porque, se tenía un mal concepto o no se tenía la 
consideración suficiente sobre su relevancia debida, a que el órgano antecesor 
había dejado cierta insatisfacción. 
Se adoptó sistema de elección parlamentaria ya que, la elección de los 
magistrados está a cargo del parlamento con el voto de los dos tercios del número 
legal. En ese sentido, la carta magna vigente a diferencia de la constitución de 
1979 que estipulaba una elección multisectorial determinó que solo el Congreso 
sea quien elija a los miembros. 
Sin embargo, este sistema ha sido muy cuestionado así, el TC en la sentencia 
del Exp. 006-2019-CC/TC (caso disolución del CR) al realizar un análisis del 




Se advierte, […] que en el Derecho comparado existen distintas fórmulas 
para la selección y nombramiento de los magistrados del Tribunal 
Constitucional, y se ha llegado a la conclusión que, en general, participan 
en estos procedimientos por lo menos dos entidades. Ahora bien, de ello 
no debe inferirse que la fórmula por la que han optado los constituyentes 
de 1993 sea, en sí misma, contraria a estándares ideales para las altas 
cortes de justicia. Lo que, en todo caso, es importante precisar es que, 
en la medida en que solo interviene en nuestro modelo un órgano para la 
selección y nombramiento de magistrados del Tribunal Constitucional, se 
torna en indispensable la presencia de un conjunto de garantías que 
reflejen la independencia e imparcialidad de sus integrantes (p. 67). 
Por otro lado, sostiene García en el prólogo del libro de Gutiérrez (2014) 
que:  
“Lo que sucedió en los últimos años es que la clase política (en el sentido 
de G. Mosca) comprendió poco a poco la importancia del Tribunal y 
decidió capturarlo. Esto es, poner en su interior a gente cercana a ella, 
de fácil acceso y eventualmente a incondicionales. Y de vez en cuando a 
personalidades independientes. A los políticos, por lo general, les gusta 
que les toquen la puerta y conceder favores para luego pasar la factura. 
Y esta es la visión que tienen, por lo menos, la gran mayoría. […]. (p.9). 
Pues, la forma en que se elige a los miembros del TC de forma intrínseca 
tiene influencia y repercute en el aspecto económico,  social, política, los 
partidos políticos y el funcionamiento del propio Estado; en mérito a la 
materialización de la función de los jueces constitucionales a través de la 
emisión de las sentencias en casos concretos y más aún efectúa el control a 
los poderes del Estado desterrando el abuso y los excesos que se cometan. 
En esta misma línea, Gutiérrez (2014) manifiesta que: 
El actual sistema de elección de magistrados constitucionales en el Perú 
no es coherente con el desarrollo de un proceso imparcial y democrático, 
situación que es lesiva del principio - derecho del debido proceso que 
debe ser garantizado a toda la sociedad (p. 203).  
Por ello, Chehade (2020) manifiesta que: 
[…] más allá del concurso o más allá de invitación el problema […] es el 
pleno del Congreso de la República, (pues) pueden llegar 5,7, 8 
candidatos que hayan pasado el filtro por el concurso público y el tema 
de la meritocracia y al final quien decide no es el concurso público al final 
quien decide es obviamente los miembros del pleno del congreso de la 
República […] y lamentablemente muchas veces no se ponen de 
acuerdo, lamentablemente muchas veces priorizan temas partidarios o 
subalternos ahí está el problema, priorizar temas partidarios […]. 
Entonces muchos lo pueden denominar repartija pero, no es repartija  es 




queremos cambiar eso que no haya cuoteo […] entonces reformemos la 
constitución […] para que no exista esta obstrucción esta dilación en la 
elección de los miembros del Tribunal Constitucional no solo sea el 
Congreso de la República quien los elija podría ser uno del poder judicial, 
uno del Ministerio Público, uno de la Junta Nacional de Justicia, algún 
Colegio Profesional de abogados […] pero, mientras la Constitución 
Política del estado  […] diga que  los miembros del Tribunal 
Constitucional son elegidos por el Congreso de la República con el voto 
favorable de los dos tercios del número legal de sus miembros que ya es 
un candado, que ya es una valla alta va obligar a todas las bancadas 
más allá del concurso público o no que las bancadas se pongan de 
acuerdo para la elección por mínimo 87 votos de estos magistrados y 
como entran en paquete en este caso van a ser 6 de siete  […] 
justamente va ocasionar una demora una dilación el famoso cuoteo que 
otros lo llamas repartija […]. 
Lo citado, es sumamente interesante puesto que, es un análisis coherente de lo 
que establece nuestra carta magna vigente en el artículo 201 y con ello se ha 
generado que las bancadas busquen consenso incluso alianzas para que al 
momento de la votación obtengan el número de votos necesarios para elegir a tal 
o cual candidato  de acuerdo a sus intereses.  
    La segunda categoría del presente trabajo es el TC considerada el máximo 
intérprete de la constitución y tiene una labor trascendental para la vigencia de un 
Estado de derecho constitucional. Por lo cual, una de las funciones de 
trascendencia del TC que hace que se encuentre refrendado por la ciudadanía es 
la de defensa de los derechos de la persona (Pérez, 2015, p. 205). 
 Asimismo,  Landa (2018) realiza un amplio desarrollo y análisis sobre los 
procesos constitucionales regulados en nuestro país y cómo estos garantizan los 
derechos fundamentales y afirma que: 
[…] el TC se constituye como el último garante de los derechos 
fundamentales contra las injerencias de las mayorías parlamentarias a 
través de la ley. En esa medida, los derechos poseen un contenido 
esencial que no pueden ser afectado por las leyes del congreso, de 
modo que, ante las pretensiones del legislador democrático de intervenir 
en el ámbito garantizado de los derechos, el juez constitucional actúa 
como garante […] (p. 92). 
    Por otro lado, de acuerdo a lo indicado por Mendoza el TC “[…] es un órgano 
autónomo a quien la […] (carta magna) ha otorgado la facultad y atribución 
jurisdiccional, para efectuar el control de la constitucionalidad de todo el 




Hans Kelsen, jurista y filósofo Austriaco fue quien propuso la jurisdicción 
constitucional concentrada pues, sostenía que debía existir un tribunal encargado  
específicamente de cumplir la tarea de realizar el control de la constitución, así en 
1920 después de la primera guerra mundial es que este modelo se incorpora en la 
primera constitución de Austria  .  
El legado que Hans Kelsen ha dejado es el planteamiento de un sistema de 
control de la legislación a cargo de jueces constitucionales por lo que formula la 
creación de un  tribunal con TC  altamente especializado quien, debe cumplir la 
función de controlar la vigencia de la constitución y que ninguna ley lo 
contravenga. En ese sentido, propone la conformación de magistrados 
constitucionales que no tengan ningún vínculo o relación con el Poder Judicial 
quienes, deben cumplir su labor como un órgano colegiado, independiente como 
una suerte de legislador negativo, declarando inconstitucional la leyes que sean 
contradictorios a la constitución (Gutiérrez, 2014, p. 56).  
En ese sentido, el término de legislador negativo no hace alusión que el 
Tribunal Constitucional va reemplazar las funciones del Poder Legislativo sino, a 
que el TC va ser quien, controle que las leyes que son emitidas no contravengan 
la carta magna.  
Así, en palabras de Pérez (2015) la determinación de la inconstitucionalidad de 
una ley “[…] puede darse en dos sentidos: ex nunc (desde ahora, hacia futuro) y 
erga omnes (contra todos). Pero en puridad, ante alguna falla legislativa de 
coherencia constitucional cumple con la corrección de acuerdo al marco 
constitucional (p. 209).” 
Por otro lado, el Tribunal Constitucional más antiguo es el de Austria  dado que, 
en el año 1919 se le asignó la labor de diseñar la Constitución de este país a 
Kelsen y luego el 01 de octubre de 1920 se constituye el primer Tribunal  
denominado Alta Corte Constitucional de Austria donde,  Kelsen es nombrado 
como miembro vitalicio. Es así que, en 1928 pública su obra titulada la garantíe 
juridictionelle de la Constitution donde, desarrolla un enriquecedor estudio acerca 
del modelo de control constitucional que propugnó y  esta obra tuvo una gran 




Sin embargo,  es pertinente señalar que en Checoslovaquia el 29 de febrero 
del mismo año en que se fundó la constitución de Austria  ya  se había instaurado 
jurídicamente un Tribunal Constitucional en base a los conocimientos que habían 
tenido respecto a lo que planteaba Kelsen el cual, solo estuvo en funcionamiento 
entre los años de 1920 a 1931 sin haber tenido mayor trascendencia. 
En la actualidad tenemos que algunos países de América Latina han adoptado 
el modelo constitucional concentrado plateado por Hans Kelsen, Guatemala, 
Ecuador, Colombia, Perú, Bolivia, Chile y República Dominicana son alguno de 
los países que en efecto tienen un Tribunal Constitucional ya que, no todo los 
países han optado por implementar dentro de su sistema (García, 2014, p. 615).  
La cuestión de que solo algunos han adoptado el TC para realizar el control de 
la constitucionalidad,  otras salas y otros solo a cargo del Poder Judicial  es algo 
que se debe a su historia y circunstancias que cada país posee pues no podemos 
decir que tal modelo es mejor que otros. 
    En ese sentido, tenemos el sistema de control constitucional político; en este 
sistema como su propio nombre lo indica un órgano de carácter político es el 
encargado de verificar la compatibilidad de las normas. Cuando, nació este 
modelo se tenía la idea de que los jueces deberían ser simples aplicadores de la 
ley y había una desconfianza hacia ellos por lo que, tenía que existir un órgano al 
interior del propio parlamento que controlara la constitucionalidad de las normas. 
En ese sentido, dentro de este sistema la acción de controlar la 
constitucionalidad de las normas se encuentra a cargo de un órgano político cuya 
función específica es justamente dicha labor el cual, es efectuado dentro del 
proceso de perfeccionamiento de los dispositivos normativos. Todo ello, se 
ejecuta a fin de evitar que entren en vigencia normas que son contradictorios con 
la carta magna (Vergottini, 2004, P. 195). 
 .Asimismo, la razón de su existencia se fundamenta bajo el principio de la 
autonomía del poder legislativo, lo cual implica que ningún órgano ajeno al 
parlamento puede controlar sus funciones más aún, la producción legislativa que 




Por lo que, finalmente podemos decir que lo principal de este modelo es que 
dentro del mismo parlamento donde se producen las normas se ejerce el control 
político de las normas y cumple una función de prevenir que entren en vigencia 
normas que sean contrarios al ordenamiento jurídico y lesivos a los derechos de 
los demás. 
Por otro lado, tenemos el sistema judicial, también denominada  el sistema 
difuso o Estadounidense y tuvo como origen cuando el Juez Marshall al resolver 
el caso Madison vs Marbury estableció que una norma legal de inferior jerarquía 
no puede contradecir la constitución y  se caracteriza por reconocer a los 
magistrados la facultad de realizar el control de que si una norma es conforme a 
la constitución o no.  
Pues este caso se trataba de que el presidente de EUA Adams en coordinación 
con el parlamento aprobaron la Judicial act, pues los Republicanos liderados por 
Jefferson asumirían el cargo en unos días por lo que, el gobierno saliente por esta 
ley habían creado jurisdicciones de circuito y otras vacantes que fueron cubiertos 
por sus partidarios. 
Es así que, lo designa a John Marshall como Cheif justice de la Corte Suprema 
quien era su secretario sin embargo, era tanta la premura del tiempo que no 
tuvieron tiempo de notificar las designaciones tal es el caso de William Marbury. 
Frente a lo cual, John Madison el nuevo secretario de Jefferson se negó a cursar 
las notificaciones y Marbury y otros jueces demandaron a la Corte Suprema a fin 
de que ordenara a la nueva administración a que curse las notificaciones y 
puedan asumir sus cargos. 
Por lo que,  el Juez Marshall se encontraba en una decisión difícil de decidir y 
la primera interpretación de darle la razón a Madison corría el riesgo de que se 
percibiera que la corte suprema cede frente a la presión del gobierno y la política, 
lo cual definitivamente afectaría gravemente el prestigio y la institucionalidad de la 
institución. La segunda opción, de darle la razón a Marbury  generaba la 
sensación de que no sería ejecutado porque, el gobierno había dejado el mensaje 




de reconocer dichas designaciones y la corte suprema no tenía los medios para 
coaccionar el cumplimiento de su sentencia (Amaya, 2015).  
Es decir, en este modelo no existe un órgano autónomo e independiente como 
el TC  sino, que dentro del poder judicial cada magistrado está facultado para 
ejercer dicha labor.  
Por lo que, según el modelo de control constitucional difuso los jueces tienen la 
competencia para interpretar y verificar si una determinada norma es válido y 
concordante con la carta magna. Pues, en virtud de los principios de seguridad 
jurídica e igualdad  es necesario que se dote de mecanismos que garanticen la 
eficacia y autoridad de los fallos judiciales lo cual, no debe ser solo dentro del 
Poder Judicial o frente a casos que se susciten en el futuro sino, también dentro 
de los poderes del campo político y la población (Amaya, 2015). 
En esta misma línea Naranjo (2010) manifiesta que “El sistema consiste […] en 
que un órgano jurisdiccional debe ser el guardián natural de la legalidad no solo 
entre los particulares, sino también frente al Estado” (p. 405). 
Pero, como el juez en este modelo realiza el control al resolver en  un caso en 
concreto, el fallo  que emita inaplicado una norma por ser considerado 
inconstitucional tendrá efectos solo para dicho caso.  
Por otro lado, el control de constitucionalidad concentrado tiene origen en la 
carta magna de Austria, considerado el método de control constitucional más 
antiguo y tuvo influencia en las constituciones de Europa, su principal impulsor fue 
Hans Kelsen y consiste en que la cuestión del control de legalidad de las normas 
debe ser encomendada a un órgano  exclusivamente dedicada a esa tarea y se le 
llama concentrado por que no está disperso como en el caso del control difuso 
sino, está destinado a que lo realicen los magistrados.  
Ya que, se concibió en el sentido de que si al momento de controlar la 
constitucionalidad se va evaluar las normas o leyes que el mismo parlamento y en 
algunos casos el ejecutivo va emitir entonces quien haga esa tarea debe ser 
independiente a los demás poderes estatales para, que así sea objetivo e 




Pues, el congreso quien produce las normas no es el idóneo para controlar su 
sometimiento  a la constitución. Por lo cual, otro órgano distinto e independiente a 
él es quien, debe verificar y de ser el caso dejar sin efecto las leyes que sean 
contradictorios de la carta magna. Es decir, dichas labores deben  ser encargados 
a una jurisdicción constitucional o un TC y la independencia de otros poderes del 
Estado es la garantía de la imparcialidad (Tamayo, 2011, p. 274). 
Por otro lado, tenemos también que el tribunal encargado de verificar la 
compatibilidad entre dos normas realiza un control abstracto pues, no es que va 
resolver un conflicto entre particulares sino, que analiza dos normas suprimiendo 
aquella que es incompatible con una de mayor jerarquía. Asimismo, lo que 
resuelve tiene efectos erga omnes y no inter partes. 
     Finalmente, se encuentra el sistema de control de constitucionalidad mixto, el 
cual consiste en que ambos modelos tanto el difuso como el concentrado están 
en la práctica es decir coexisten, es así que tanto los jueces ordinarios tienen la 
potestad de no aplicar una norma que consideran contradictorio de la norma 
superior claro está, siempre fundamentando el porqué de dicha decisión  también, 
existe un órgano encargado de verificar de realizar la tarea de control 
constitucional de las normas. 
En aquellos países donde se ha adoptado el modelo mixto de control de 
constitucionalidad debido a que, coexisten tanto el modelo difuso y el concentrado 
mayormente el segundo es que tiene el carácter de principal y es justamente aquí 
donde se plantean las acciones de inconstitucionalidad. En este modelo, los 
jueces ordinarios no están dentro de la facultad de negarse a efectuar el control 
difuso y remitir al TC la tarea de decidir si un determinado dispositivo legal es 
conforme con la carta magna (Diccionario de derecho procesal constitucional y 
convencional, 2014, p. 236). 
Por otro lado, referente al proceso de nombramiento de los integrantes del TC 
en nuestra legislación se ha optado por regular la modalidad ordinaria y especial. 
La primera era el único que se encontraba establecido en la LOTC hasta que fue 




antes de la modificación se seleccionaba a los candidatos bajo un concurso 
público donde, cualquier profesional que cumpla con los requisitos podía postular. 
En ese sentido, de acuerdo a lo regulado en el inciso 1 del artículo 8 de la 
LOTC – Ley 28301 en la modalidad ordinaria “La Comisión selecciona a los 
candidatos que, a su juicio, merecen ser declarados aptos para ser elegidos. 
Publica en el diario oficial El Peruano la convocatoria para la presentación de 
propuestas. Asimismo, publica la relación de las personas propuestas […].”  
El último proceso bajo esta modalidad fue en el año 2010 cuando, se eligió al 
magistrado Oscar Urviola  Hani. 
 De la revisión del informe de la Comisión Especial a cargo de la selección de 
los postulantes para el cargo de los magistrados del 2007 donde, salieron 
elegidos Gerardo Eto Cruz, Ernesto Julio ALvarez Miranda y Fernando Alberto 
Calle Ayen podemos constatar que el procedimiento en esta modalidad consiste 
en nombrar a la comisión que se encargará de la selección de los postulantes  
para ser presentados ante el Pleno del CR. 
Una vez instalada, el presidente de dicha comisión pone a debate el plan de 
trabajo y la convocatoria para ser publicada a fin de que se presenten los 
candidatos. Dentro del plan de trabajo esta detallado las etapas del concurso 
público. 
Donde se encuentra considerado el proceso de evaluación que comprende, en 
examinar el cumplimiento de los requerimientos formales, seguida de la 
evaluación curricular bajo criterios de grados académicos, el ejercicio de la 
docencia, la experiencia profesional y publicaciones. 
Existe un periodo de tachas, donde cualquier ciudadano puede presentar 
adjuntando prueba documentado sobre cualquier cuestionamiento que tenga 
respecto al candidato  y la comisión debe resolver, para lo cual previamente se le 
notifica al postulante y este debe formular su descargo. 
Finalmente, en la etapa de calificación y de deliberación se cuantifica los 
puntajes obtenidos por cada candidato para luego, de acuerdo al orden de mérito 




Es decir, toda la tarea de elegir a los miembros del TC está en manos  del 
congreso que lo delega a una comisión en la primera etapa. Así, esta comisión es 
quien convoca para la presentación de propuestas y declara apto a su juicio a los 
candidatos luego, propone al pleno del congreso a fin de que sean elegidos.  
El proceso se inicia previo a la solicitud del presidente del TC, seis meses 
antes de que finalice el mandato de los magistrados. No obstante, esta norma no 
se ha cumplido pues ha habido magistrados que han estado todo un periodo más, 
con el cargo de designación vencida, en virtud de que de acuerdo al último 
párrafo del artículo 10 de la LOTC “Los Magistrados del Tribunal continúan en el 
ejercicio de sus funciones hasta que hayan tomado posesión quienes han de 
sucederles”. 
Por otro lado, tenemos la modalidad especial que fue incorporada mediante la 
Ley Nº 29882 del 24 de mayo del 2012, por medio del cual se modificó el artículo 
8 de la Ley Nº 28301. 
Así, en el último párrafo del artículo 8 de la Ley N° 28301 se estableció dos 
modalidades por los que se pueden elegir a los miembros del TC incluyendo de 
esta manera la modalidad de invitación bajo el siguiente tenor: (Modalidad) 
Especial: “La Comisión Especial selecciona a los candidatos que, a su juicio, 
merecen ser declarados aptos para ser elegidos, efectuando la convocatoria por 
invitación. La decisión sobre la modalidad a adoptar se toma en acuerdo de la 
junta de portavoces […]”. 
 A nuestro punto vista este sistema es sumamente discrecional pues, es el 
congreso un poder altamente político quienes tienen la facultad de decidir  a 
puerta cerrada quienes van a ser propuestos al pleno y en varias ocasiones 
algunos congresistas ya han denunciado una repartija entre las bancadas y eso 
es grave debido a que los miembros del TC toman decisiones sobre casos 
trascendentales que involucra a todo el país y es justamente por ello que deben 
ser independientes e imparciales.  
Es por ello, que en muchos casos la posición que debe adoptar el parlamento 
termina generando cuestiones que lo único que hacen es imposibilitar la 




sus cargos evidenciando, con esto de que algunos candidatos vienen ya previa 
negociación entre los partidos y produciendo la repartija de cuotas (Gutiérrez, 
2014).   
En esta misma línea, Hakansson (2012) expresa  que “[…] aunque la mayoría 
requerida es elevada, pensamos que subsiste el peligro que (por) mayoría o por 
medio de alianzas se pueda controlar su nombramiento. Como sugerencia 
pensamos que sus magistrados deben gozar de mandato vitalicio […] (p. 368).” 
Dado que, muchos de los candidatos que son presentados por la modalidad de 
invitación de alguna forma se encuentran ligados a la política y justamente lo que 
se debe buscar es que en el TC no estén personas que tengan deudas políticas y 
luego tengan que pagar con los votos que emitan en el pleno. Consecuentemente, 
lo más adecuado  es que la elección se lleve a cabo por concurso público donde, 
quien cumpla con los requisitos pueda participar en el proceso (Quijada, 2019). 
Puesto que, cuanto más sean las instituciones que participen en el 
procedimiento de elección brindan legitimidad a los magistrados. Por lo cual, el 
modelo o sistema recogido en la carta magna de 1993, al atribuir toda la tarea con 
amplias facultades discrecionales al parlamento, disminuye notablemente la 
transparencia y calidad del procedimiento, frente a lo que se adoptó en la carta 
magna de 1979, que establecía un sistema donde participaban el poder ejecutivo, 
judicial y legislativo. 
 Con la incorporación de esta modalidad definitivamente el debate alturado se 
pone a un lado pero, lo que disminuye también es la probabilidad de que 
contemos con candidatos idóneos ya que, se limita solo a aquellos que sean 
invitados a consideración libre de la comisión. 
 Es por ello, que esta modalidad es muy cuestionada dado que, no garantiza la 
transparencia de un proceso imparcial y con aplicación de la meritocracia, más 
aun  consideramos que se restringe que los profesionales que cumplen con los 
requisitos generales establecidos en el artículo 201 y remitido al artículo147 de la 
carta magna puedan postular. 
Consecuentemente, es preciso hacernos la pregunta de ¿Por qué se incorporó 




De acuerdo a la exposición de motivos del proyecto de Ley Nº 510/2011/CR, 
que planteó  modificar las leyes orgánicas de la Defensoría del Pueblo y del 
Tribunal Constitucional se puede constatar que se tomó como antecedente la 
modificación efectuada a la Ley Nº 26520 – Ley Orgánica de la Defensoría del 
Pueblo. Dado que, con la Ley Nº 27831 aprobada con fecha 28 de agosto del 
2002, se incorporó al artículo 3 que una vez que se haya agotado el 
procedimiento de elección bajo la modalidad ordinaria sin haber obtenido los 
candidatos el voto necesario para ser elegidos; previo acuerdo del pleno y a 
pedido del 20% de los parlamentarios se pueda efectuar una convocatoria 
complementaria bajo invitación. 
Es así, que el proyecto de Ley en análisis se fundamenta en las siguientes 
razones:  
Primera: Busca facilitar la elección de los integrantes del TC, debido a que se 
ha ocasionado dificultades en la elección bajo el sistema ordinario de elección de 
los magistrados generando retrasos, por falta de consenso entre los grupos 
parlamentarios. 
Segunda: Se considera que la modalidad de invitación contribuye a la 
designación de candidatos de trayectoria prestigiosa y con alta preparación 
profesional y se plantea como un mecanismo alternativo dentro del procedimiento 
de elección. 
En este orden de ideas en el diario de debates de la 17ª sesión,  de fecha 10 
de noviembre del 2011 se puso a debate el proyecto de ley N.° 510/2011-CR, 
donde Otárola (2011), sustentó ante el pleno planteando que “se motiva en la 
necesidad de facilitar la selección de candidatos […]. Los juristas más destacados 
del país, en su gran mayoría, salvo excepciones, no se han presentado a estos 
concursos de elección, para evitar ser indebidamente baloteados. Esto ha 
impedido que el CR pueda contar con una lista de peruanos de primer nivel, para 
elegir de entre ellos a quienes deban ocupar cargos tan importantes (p.1314, 
1315). 
Frente a lo cual, el Congresista Benítez (2011) en el mismo diario de debates 




[…] es indispensable que la elección de esos magistrados se haga 
mediante concurso, a efectos de que la Comisión Especial, […], lleve a 
cabo la evaluación, calificación y selección de los candidatos; y si en esa 
etapa no se logra el cometido, se podría optar por la segunda modalidad, 
de convocatoria por invitación, en la que sí podría darse un consenso. 
Pero no de la manera en que figura en la propuesta, donde se deja 
abierta la posibilidad de escoger entre esas dos modalidades, sin agotar 
antes la primera, a fin de no dejar de lado a tantos abogados calificados; 
porque […] De repente, hay abogados que no son tan conocidos, que no 
tienen apellidos compuestos ni apellidos extranjeros, o que han 
estudiado en provincia, pero que se han preparado muy bien y que 
podrían desempeñar algunos de esos cargos, tal vez, mejor que muchos 
que ostentan grandes apellidos. […]. De no tomárseles en cuenta, podría 
haber una especie de discriminación […]; por lo tanto, no habría una 
igualdad que permitiese la participación. (p. 1315-1316) 
Es decir, con esta propuesta lo que se va generar es la discriminación pues, al 
invitar a prestigiosos y conocidos personalidades que son famosos sea por su 
apellido u otra cualidad se va dejar de lado a los abogados que sin ser conocidos 
o haber estudiado incluso en provincia tienen la capacidad y la preparación para 
desempeñar el cargo. 
Sin embargo, Otárola (2011) señala que: 
[…] el que va a determinar finalmente quiénes deben ocupar los cargos 
de magistrados del Tribunal Constitucional […]  es el Pleno del 
Congreso, que en estos casos requiere del consenso de todos los grupos 
parlamentarios, ya que para elegirlos será necesario el voto favorable de 
los dos tercios. 
En ese sentido, en el diario de debates se observa a raíz de que fue planteado 
de manera multipartidaria la mayoría está de acuerdo en que se incorpore la 
modalidad especial pero, proponen que se cambie la redacción en el sentido que 
la comisión especial encargado de elegir a los integrantes del TC debe estar 
conformado por pluralidad y no por proporcionalidad con el fin, de que incluso las 
minorías cuenten con representación dentro de dicha comisión. Donde, al pasar a 
votación no fue aprobada puesto que.se obtuvo a favor 48 votos y en contra 39 
votos no alcanzando con ello el número de votos. 
Por lo cual, se realizó el Pedido de reconsideración respecto a los votos de la 
sesión del 10 de noviembre del 2011. En la 16ª sesión del 23 de mayo del 2012 
se sometió a votación la solicitud de reconsideración sobre la votación efectuada 
en la sesión del 10 de noviembre del 2011, previamente el Sr. Fredy Otarola 




ineficiente, improductivo y engorroso, y además deja de lado la participación de 
los destacados juristas en los procesos de elección (Diario de debates de la 
Sesión 16, 2012, p, 1182)”. 
En conclusión, se incorporó la modalidad especial al artículo 8 de la LOTC  
porque: 
Primero: se considera que la modalidad ordinaria es muy engorroso  y cuando 
los candidatos son presentados al pleno y no se alcanza los 87 votos necesarios 
para ser elegidos debido a que los grupos parlamentarios no llegan a consensuar, 
se genera que no se llegue a elegir a los reemplazantes de los miembros del TC 
por lo que, se plantea la modalidad especial como un mecanismo que facilite la 
elección dado que, previamente a la presentación ante el pleno el candidato ha 
sido invitado por acuerdo de la comisión encargada de la elección, que está 
conformada  por los distintos grupos parlamentarios bajo un criterio de pluralidad 
la invitación se efectúa por consenso y frente al pleno ya se va tener mayor 
aceptación. 
Segundo: se considera que la modalidad ordinaria no  permite que reconocidos 
y prestigiosos juristas sean elegidos para ocupar el cargo debido a que ellos, no 
postulan a la convocatoria para evitar ser expuestos innecesariamente. Por lo 
cual, se plantea que la comisión especial encargado de la selección previo 
acuerdo realicen la invitación a reconocidos profesionales y ellos con esto ya van 
a tener un grado de confianza  en la comisión por se supone que previamente ha 











Tipo y diseño de investigación 
Tipo de investigación  
La presente investigación es tipo básica puesto que, se busca nuevos 
conocimientos para el procedimiento de elección. 
Diseño de investigación  
El paradigma de investigación es socio crítica y el diseño interpretativo basado 
en la teoría fundamentada y bibliográfica. 
Enfoque de investigación 
El enfoque es cualitativo dado que, no vamos recolectar información para 
procesar y medir numéricamente sino, se va abordar el tema de investigación 
a través de la revisión de materiales bibliográficos, revistas, artículos de 
opinión, etc. Para analizar y llegar a la consecución de los objetivos.  
3.2 Categorías, subcategorías  y matriz de categorización  





Sistema de selección de 




El sistema de elección es 
el conjunto de reglas y 
principios establecidas 
para llevar a cabo el 
proceso de elección de 
los miembros del TC. 
- El magistrado 
constitucional  
- Sistema  de elección 
parlamentaria  
- Sistema de elección  
gubernamental con 
participación de otros 
poderes 
- Sistema de elección 
regulado en el Perú  
- Prescripciones básicas 
internacionales sobre 
elección de los 
magistrados  
- Sistema de elección 
de los miembros del 




Mendoza (2012) “El 
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es un órgano autónomo a 
quien la Constitución ha 
otorgado la facultad y 
atribución jurisdiccional, 
para efectuar el control 
de la constitucionalidad 
de todo el ordenamiento 
jurídico, la vida política y 
social a nivel nacional”  
(p. 883). 
- Sistemas de control 
constitucional  
- La modalidad ordinaria 
y especial en el 
sistema  elección de 
los miembros del 
Tribunal Constitucional 
en el Perú. 
 
3.3 Escenario de estudio  
El escenario de estudio del presente trabajo es el Congreso de la 
Republica. Pues, la materia de estudio es el sistema de elección de los 
miembros del TC y el órgano encargado de llevar acabo cado proceso de 
elección es el CR, tal como lo estipula la carta política de 1993 en el tercer 
párrafo del artículo 201. Por lo cual, se analizó los diarios de debates del 
pleno e informes de la Comisión Especial encargada de la selección de los 
candidatos para magistrados del Tribunal Constitucional, ya que, 
constituyen, documentos confiables que reflejan el  desarrollo del proceso 
de elección de los magistrados  durante los periodos anual de sesiones 
2009-2010, 2012-2013 y 2017-2018.  
3.4 Participantes 
Conformada por las unidades materia de estudio es decir, las personas, 
animales, fenómenos, etc. que son objeto de una determinada investigación.  En 
la presente investigación las fuentes de donde se obtuvo la información  son: 
Diario de debates del Congreso de la República de la  29ª K-1 SESIÓN, de fecha 
12 de agosto de 1993 (p. 1965-2004), Diario de debates del Congreso de la 
Republica de la 12° Sesión Matinal de fecha 30 de setiembre de 2019 y el Informe 
de la Comisión Especial encargada de  recibir las propuestas y seleccionar los 
candidatos a Magistrados del Tribunal Constitucional durante tres periodos 




2018. Dado que, son  documentos confiables que revelan cómo es el desarrollo 
de elección de los magistrados del TC y nos permitió a llegar a la consecución de 
los objetivos.  
3.5 Técnicas e instrumentos de recolección de datos  
Técnica 
Análisis documental puesto que, es un método de recolección de datos e 
información por medio, de la revisión  y análisis de documentos confiables 
sobre una determinada materia de investigación. 
Instrumento  
Guía de análisis documental, constituye un instrumento que contiene las 
pautas, orden y  sistematización  de la información que contiene los 
documentos materia de revisión y análisis. 
3.6 Procedimiento 
Para desarrollar la presente investigación se ha recurrido fuentes confiables 
como son las revistas indexadas, libros, diario de debates del Congreso de la 
República, antecedentes o tesis y la sentencia del Tribunal Constitucional; 
relacionados a la materia del sistema de elección de los miembros del Tribunal 
Constitucional. 
Asimismo, para responder a los objetivos planteados se realizó el análisis del 
Diario de debates del Congreso de la República de la  29ª K-1 SESIÓN, de fecha 
12 de agosto de 1993 (p. 1965-2004), Diario de debates del Congreso de la 
Republica de la 12° Sesión Matinal de fecha 30 de setiembre de 2019 y el Informe 
de la Comisión Especial encargada de  recibir las propuestas y seleccionar los 
candidatos a Magistrados del Tribunal Constitucional durante tres periodos 
anuales de sesiones que comprende los años 2009-2010, 2012-2013 y 2017-
2018. 
Finalmente, para obtener las conclusiones se ha recurrido al análisis 
sistematizado de todos los antecedentes, teorías y síntesis de todas las 




desarrollar cada una de las categorías de la investigación con orientación de dar 
respuesta a los problemas y objetivos formulados. 
3.7 Rigor científico  
La presente investigación se encuentra estructurada y desarrollada de acuerdo 
a la Guía de Productos Observables del año 2020 de la Universidad Cesar Vallejo 
, la Resolución de Vicerrectorado de Investigación N° 0014-2017-UCV-VI que 
establece las políticas de desarrollo de los trabajos de investigación  y la 
Resolución del Consejo Universitario N° 200-12018/UCV, que actualiza las líneas 
de investigación de pregrado y de los programas de posgrado. Asimismo, para la 
referenciar las fuentes de información se utilizó la última publicación de la séptima 
edición del publication manual of the american psychological association. Por lo 
cual, cumple con todos los criterios y aspectos establecidos para la investigación 
científica. 
Respecto a la validez, de los instrumentos han sido sometido a juicio de 
expertos dos especialistas en derecho constitucional y un metodólogo, quienes 
bajo los criterios e indicadores establecido en la ficha de validación han evaluado 
y aprobado los instrumentos que fueron aplicados en la investigación. 
Tabla 1: Validación de los instrumentos. 
Instrumento Especialista Especialidad/cargo  Porcentaje 
Guía de análisis 
documental 
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3.8  Método de análisis de datos  
Para analizar la información obtenida se utilizó el método de la interpretación 
hermenéutica  el cual, nos permitió analizar, sintetizar, contrastar y comprender 
de la información obtenida. Asimismo, se utilizó el método deductivo, ya que es un 
método que permite obtener conclusiones a partir de un conjunto de premisas. 
3.9  Aspectos éticos 
En el proceso de elaboración de la investigación se ha respetado los derechos 
de autor de las fuentes consultadas así, cada una de los párrafos que pertenecen 
a otro autor han sido correctamente citadas y referenciadas de acuerdo, a la 
última publicación de la séptima edición del Manual de Publicación de la 
Asociación Psicológica Americana (Manual APA). 
Asimismo, se ha sustentado el presente trabajo de investigación con los 
instrumentos y técnicas de recolección de datos y durante todo el proceso de 
elaboración se ha contado con la asesoría de un docente temático y un 















Objetivo general: Analizar el  sistema de elección de los miembros del Tribunal 
Constitucional en el Perú. 
Por ello, Vera (2018) manifiesta que  a efecto de superar la problemática que ha 
ocasionado el Congreso de la República con los mecanismos de elección de los 
magistrados […], que van desde la discrecionalidad o subjetividad, pasando por la 
demora, hasta la declaración de nulidad de dos elecciones de magistrados que 
acababa de efectuar; […] es necesario se modifique los mecanismos de elección 
de los magistrados del Tribunal Constitucional, de acuerdo al Derecho 
Comparado y la realidad de nuestro país. 
 Sin embargo, del análisis documental realizado al diario de debates del Congreso 
de la República de la  29ª K-1 SESIÓN, de fecha 12 de agosto de 1993, se puede 
constatar que Chirinos (1993) sostuvo que […] Para la constitución del Tribunal de 
Garantías, […] Los cinco miembros […] deberían ser elegidos por el Congreso de 
la República que nace del pueblo, con el voto de los dos tercios de sus miembros. 
Entonces, […], representaría al Congreso, sería el producto de una transacción, 
probablemente tres de sus miembros serían propuestos por la mayoría y otros 
dos por la minoría, hasta alcanzar los dos tercios […]. (p. 1974) 
El Tribunal Constitucional  en el Exp. 006-2019-CC/TC al realizar un análisis del 
actual sistema de elección de  los magistrados del TC concluyó que: se advierte, 
[…] que en el Derecho comparado existen distintas fórmulas para la selección y 
nombramiento de los magistrados del Tribunal Constitucional y se ha llegado a la 
conclusión que en general, participan en estos procedimientos por lo menos dos 
entidades […] (p. 67). Asimismo, Chehade (2020) manifiesta que mientras la 
Constitución Política del estado  […] diga que  los miembros del Tribunal 
Constitucional son elegidos por el Congreso de la República con el voto favorable 
de los dos tercios del número legal de sus miembros que ya es un candado, que 
ya es una valla alta va obligar a todas las bancadas más allá del concurso público 
o no que las bancadas se pongan de acuerdo para la elección por mínimo 87 
votos de estos magistrados y como entran en paquete en este caso van a ser 6 
de siete  […] justamente va ocasionar una demora una dilación el famoso cuoteo 
que otros lo llaman repartija […].  




En ese sentido, del análisis documental mencionado en el párrafo precedente se 
pudo concluir que durante el debate del Título V de la carta magna en el año 1993 
por el Congreso Constituyente Democrático, se tuvo varias propuestas 
concerniente a cómo deben ser elegidos los miembros del Tribunal Constitucional, 
primero, se consideró regresar a lo prescrito por la carta política de 179 donde se 
regulaba que el TC estuviera conformada por 9 miembros elegidos por los tres 
poderes del Estado. Luego, se planteó que los magistrados del TC, puedan ser 
elegidos por el CNM. Por otro lado, considerando que el TC es un alto tribunal con 
un amplio  poder  sobre todos los poderes del Estado, sean elegidos por el CR  ya 
que, es el ente que representa a todo el país por haber sido elegidos por sufragio 
universal y para lograr consenso seria producto de una transacción entre las 
mayorías y minorías, tal vez una cantidad de candidatos lo propone la mayoría y 
el otra cantidad la minoría.  
En síntesis, el TC considera que en el derecho comparado intervienen por lo 
menos dos órganos en la elección de los miembros del TC, asimismo, que el 
número de votos requeridos en la carta magna para elegir a los magistrados 
obliga a que los grupos parlamentarios se pongan de acuerdo antes votar en el 
pleno para elegir a tal o cual candidato. Finalmente, se tiene que a efecto de 
superar la problemática generada en el proceso de elección de los miembros del 
TC se debe modificar el sistema de acuerdo al derecho comparado y la realidad 
nacional.  
Por lo tanto, el sistema adoptado en el Perú  tiene falencias debido, a que no se 
ha establecido reglas claras, sino que se ha dejado un amplio grado de 
discrecionalidad a la comisión especial a cargo de llevar a cabo el proceso de 
nombramiento de los integrantes del TC. Pues, a lo largo de la existencia de este 
órgano constitucional las elecciones efectuadas por el CR han sido cuestionadas 
y acusadas de priorizar intereses políticos y partidarios frente a los intereses del 
país. Todo, ello se debe también a que las bancadas con el fin de alcanzar el 
números de votos para elegir a un candidato se ponen de acuerdo para elegir a 
tal o cual postulante, pues el artículo 201 de la carta magna ha determinado que 
el pleno debe elegir con el voto de los 2/3 de congresistas. Con ello se ha 




cual, no es adecuado al tratarse del supremo intérprete de la carta magna y  el 
garante de los derechos fundamentales. 
En consecuencia, es saludable que se plantee una reforma constitucional del 
artículo 201 de la carta magna pues, las elecciones se deben realizar fuera del 
CR, dado que el CR es un poder altamente político por estar conformado por 
parlamentarios que de alguna forma representan también los intereses del partido 
que los llevó a los comicios electorales. 
Objetivo específico N° 01: Analizar el sistema de elección parlamentaria para 
elegir a los  miembros del Tribunal Constitucional en el Perú. 
En este sistema el congreso aprueba las leyes y posee el monopolio de elegir y 
designar a los magistrados del órgano constitucionalmente autónomo como es el 
TC, lo cual representa un riesgo evidente de que aquel que da las leyes al mismo 
tiempo determina el mecanismo de control de las leyes que emite. Por ello, no es 
alejado de la realidad pensar que el congreso al momento de elegir a los 
integrantes del TC pueda manejar el proceso para colocar a una persona que de 
alguna forma les favorecerá con sus decisiones y definitivamente el control tan 
anhelado será ablandado (Bernales, 2001, p 58). De la misma forma, Aguilar 
(2017) indica que dentro del sistema parlamentario el CR “[…] ha demostrado no 
estar en capacidad de cumplir oportunamente con su deber de cumplir con este 
encargo constitucional, al haberse demostrado que todos los magistrados hasta 
ahora designados […] han permanecido en el cargo por tiempo mayor […]” (p. 
109). 
Sin embargo, del análisis documental realizado al diario de debates del Congreso 
de la Republica de la 12° sesión de fecha 30 de setiembre de 2019  García (2019) 
manifiesta que “[…] lo malo está no en el método para elegir, porque lo hemos 
cambiado […].O sea, el problema es, más que la propia elección, a quién eliges” 
(p. 36). Asimismo, en el documento analizado Del Solar (2019) manifiesta que en 
nuestro país hemos añadido, desde el año 2012, una modalidad que antes no 
existía, la modalidad por invitación, una modalidad nueva, pero que fue pensada 
para ser usada de manera excepcional, junto con la modalidad ordinaria, que 
ofrece audiencias públicas, posibilidad de interponer tachas, transparencia. Sin 




modalidad por invitación, sin hacer uso de la transparencia que necesitamos para 
conocer la catadura moral, el nivel profesional, el apego a los principios 
democráticos de los postulantes (p. 12). Asimismo indica que,  “[…] ¿Tienen 
derecho nuestros ciudadanos o no a conocer si, […] los postulantes […] son 
militantes de un partido? […] ¿[…] qué posiciones públicas han asumido las 
personas que postulan al Tribunal Constitucional respecto de los casos más 
difíciles? Tenemos derecho (p. 13). Además, Lapa (2019) manifiesta referente al 
sistema de elección que, (solicitan) “[…] reglas claras, […] una Constitución que 
establezca quiénes deben elegir a estos magistrados. […]. (y) se convoque a una 
Asamblea Constituyente para debatir profundamente por todos los actores, por 
todos los sociedad civil para establecer reglas claras de nuestro país (p. 65). 
Es decir, el sistema de elección parlamentaria reúne en un solo ente u órgano la 
atribución de elegir a los miembros del TC lo cual, es muy discrecional y no es 
descabellado pensar que el proceso pueda ser manejado o direccionado. Por otro 
lado, este sistema no ha garantizado la renovación oportuna de los magistrados 
puesto que, los magistrados hasta la fecha no han sido renovados oportunamente 
consecuentemente, existe la necesidad de reformar. Por otro lado, se debe tener 
en cuenta que desde que se incluyó a nuestro sistema la modalidad especial se 
ha elegido sólo bajo esta modalidad, el cual, no ofrece la transparencia para que 
la población pueda conocer la catadura moral, el profesionalismo y la trayectoria 
democrática de los postulantes.  
En consecuencia, este sistema ha sido cuestionado, por la forma cómo se ha 
venido seleccionando a los magistrados, debido a que la actuación del Congreso 
no ha sido del todo transparente y público, lo cual definitivamente ha dado cabida 
a la percepción de que no existe un proceso pulcro sino, impulsado por los 
intereses políticos.  
Por tal razón, lo más adecuado es plantear una reforma constitucional al artículo 
201 de la carta magna con el fin, de despolitizar la elección de los magistrados y 
al mismo tiempo dar una solución definitiva a la problemática del sistema de 
elección de los magistrados del TC. Por lo cual, el órgano que debe elegir  a los 
magistrados debe estar fuera del CR donde deben participar órganos 




Público, la Contraloría General de la República, la Junta Nacional de Justicia, el 
Poder Judicial, las universidades públicas y privadas. Ya que, al intervenir varios 
órganos e instancias se favorece a la despolitización del proceso de elección y 
disminuye el riesgo de que los procesos de lección sean negociados o 
direccionados. 
Objetivo específico N° 02: Analizar la modalidad ordinaria y especial regulada en 
el sistema de elección de los miembros del Tribunal Constitucional en el Perú.   
En el diario de debates de la 17ª sesión,  de fecha 10 de noviembre del 2011 
se puso a debate el P. L. N.° 510/2011-CR, donde Otárola (2011), sustentó ante 
el pleno planteando que “se motiva en la necesidad de facilitar la selección de 
candidatos […]. Los juristas más destacados del país, en su gran mayoría, salvo 
excepciones, no se han presentado a estos concursos de elección, para evitar ser 
indebidamente baloteados. Esto ha impedido que el Congreso de la República 
pueda contar con una lista de peruanos de primer nivel, para elegir de entre ellos 
a quienes deban ocupar cargos tan importantes (p.1314, 1315).  Frente a lo cual, 
Benítez (2011) señala que […] es indispensable que la elección de esos 
magistrados se haga mediante concurso, a efectos de que la Comisión Especial, 
[…], lleve a cabo la evaluación, calificación y selección de los candidatos; y si en 
esa etapa no se logra el cometido, se podría optar por la segunda modalidad, de 
convocatoria por invitación  (p. 1315-1316).  
Sin embargo Otárola (2011) señala que el que va a determinar finalmente 
quiénes deben ocupar los cargos […]  es el Pleno del Congreso, que en estos 
casos requiere del consenso de todos los grupos parlamentarios, ya que para 
elegirlos será necesario el voto favorable de los dos tercios (p. 1316).  Al respecto 
Cerda (2015) sostiene que, la forma de elegir a los jueces (Consitucionales) debe 
reflejar y garantizar la independencia de los magistrados para lo cual, considera 
que se puede lograr con el hecho de no establecer quórums de mayoría pues, 
esto genera que aquellos que tengan alianzas o mayoría puedan ser los que 
deciden a quien se elige no teniendo en cuenta los votos de las minorías,  más 
aun esto genera que ni siquiera se tenga un debate alturado respecto a los 
antecedentes y los méritos de los candidatos centrándose más en conseguir votos 




Por otro lado, Chehade (2020) sostiene que […] más allá del concurso o más 
allá de invitación el problema […] es el pleno del Congreso de la República, 
(pues) pueden llegar 5,7, 8 candidatos que hayan pasado el filtro por el concurso 
público y el tema de la meritocracia y al final quien decide no es el concurso 
público al final quien decide es obviamente los miembros del pleno del congreso 
de la República […] y lamentablemente muchas veces no se ponen de acuerdo, 
lamentablemente muchas veces priorizan temas partidarios […] ahí está el 
problema, priorizar temas partidarios […]. Entonces muchos lo pueden denominar 
repartija pero, no es repartija es el cuoteo que la propia Constitución Política del 
Estado obliga y si queremos cambiar eso que no haya cuoteo […] entonces 
reformemos la constitución […] para que no exista esta obstrucción […] quien los 
elija podría ser uno del poder judicial, uno del Ministerio Público, uno de la Junta 
Nacional de Justicia, algún Colegio Profesional de abogados […]. 
Respecto a la obtención de resultados del Informe de la Comisión Especial 
encargada de  recibir las propuestas y seleccionar los candidatos a Magistrados 
del Tribunal Constitucional durante el periodo anual de sesiones 2017-2018, se 
pudo constatar que en este proceso de elección la Junta de Portavoces adoptó la 
modalidad especial y solo tuvo dos etapas en su plan de trabajo que es la 
recepción de propuestas y la selección del candidato para ser propuesto ante el 
Pleno del Congreso, asimismo el número de candidatos propuestos solo fue uno y 
todo el proceso duró del 3 de agosto de 2017 al 15 de agosto de 2017, es decir 
solo 13 días naturales.  
Asimismo, referente al resultado del análisis del informe del periodo anual de 
sesiones 2012-2013, se tiene que la modalidad adoptada fue el especial. Donde 
la Comisión en múltiples reuniones debatió y evaluaron las diversas propuestas, 
el proceso tuvo una duración desde el 4 de abril de 2013 hasta el 05 de julio de 
2013. Sin embargo, las resoluciones de designación del CR fueron dejadas sin 
efecto, debido a los cuestionamientos del proceso y las renuncias de los 
profesionales elegidos.  
Respecto al Informe de la Comisión Especial durante el periodo anual de 
sesiones 2009-2010, donde se realizó una elección bajo la modalidad ordinaria 




verificación de los requisitos legales, periodo de presentación de tachas, una 
audiencia pública, periodo de resolución de tachas, evaluación  curricular de 
acuerdo a los lineamientos y tabla de calificación y la entrevista personal, para 
luego por medio de una votación la comisión decidir quiénes serán los candidatos 
presentados al Pleno del CR. Finalmente el proceso tuvo una duración desde el 
22 de octubre de 2009 hasta el 11 de marzo de 2010. Asimismo, el proceso tuvo 
52 postulantes.  
Por lo tanto, los procesos de elección bajo la modalidad de invitación en los 
periodos analizados, han sido cuestionados debido a que es muy subjetiva. Pues, 
en esta modalidad no hay reglas y pasos específicos determinados,  sino la 
comisión es quien invita al profesional que considere pertinente  bajo su criterio. 
Es decir, la convocatoria no es pública sino restringida solo aquellos que la 
comisión considere. Es más, de la revisión de los informes se puede constatar 
que no se evidencia un plan de trabajo preciso, donde por ejemplo se lleve a cabo 
una etapa de calificación del currículo vitae, requisitos legales; etapa de entrevista 
personal.  
Por otro lado, la modalidad ordinaria, si bien ofrece mayor grado de transparencia, 
profundidad de evaluación del candidato y igualdad de oportunidades. El 
problema está, en el consenso al que deben llegar los partidos políticos para lo 
cual, recurren a lo que se llama cuoteo donde los grupos parlamentarios previo a 
la votación en el pleno se ponen de acuerdo para que determinado candidato 
obtenga los 2/3 de votos.  
Más aun, debemos ser conscientes de que en ambos, casos tanto en la 
modalidad ordinaria o especial se ha generado problemas como demoras, 
renuncias de candidatos ya elegidos, declaración de nulidades y 
cuestionamientos al proceso de elección así tenemos por ejemplo: En el año 
2005, a pesar de que la Comisión Especial había elaborado un orden de mérito en 
razón a las calificaciones obtenidas por los candidatos, la propuesta llevada al 
Pleno del Congreso no coincidió con tal orden de mérito. Por el contrario, la 
referida Comisión Especial adujo que, luego de un proceso deliberativo, había 
llegado a un acuerdo a fin de proponer dos ternas distintas, sin respetar el orden 




p.69 ). Asimismo, tenemos que en el año 2007 conforme se evidencia en el Acta 
de Junta de Portavoces de fecha 18 de junio de 2007, se dejó sin efecto la 
votación de elección vía reconsideración, ello debido a que el candidato elegido 
Javier Ríos Castillo aparecía en una fotografía reunido en un restaurant con 
Agustín Mantilla y Oscar López Meneses. Y en el año 2013 conforme se evidencia 
en el Informe de la Comisión Especial encargada de seleccionar a los candidatos 
en el periodo anual de sesiones 2012-2013, la Junta de Portavoces con fecha  22 
de julio de 2013, acordó por unanimidad iniciar el  procedimiento para convocar a 
una legislatura extraordinaria para el 24 de julio de 2013, con el objeto de dejar 
sin efecto las Resoluciones Legislativas del Congreso N° 04-2012-2013-CR, por 
las que se designaron a los miembros del Tribunal Constitucional debido a las 
renuncias presentadas por los profesionales elegidos. Las renuncias se debieron 
a los audios difundidos por la prensa donde un grupo de parlamentarios 
negociaban los cargos a magistrados del TC. 
Objetivo específico N° 03: Determinar los fundamentos del Congreso 
Constituyente de 1993 para crear un tribunal Constitucional en el Perú. 
El paradigma de control político de la constitución se fundamenta bajo el principio 
de la autonomía del poder legislativo, lo cual implica que ningún órgano ajeno al 
parlamento puede controlar sus funciones más aún, la producción legislativa que 
realizan (García, 2014, p. 655).  Sin embargo, Landa (2018) afirma que el “[…] el 
TC se constituye como el último garante de los derechos fundamentales contra 
las injerencias de las mayorías parlamentarias a través de la ley. En esa medida, 
los derechos poseen un contenido esencial que no pueden ser afectado por las 
leyes del congreso, de modo que, ante las pretensiones del legislador 
democrático de intervenir en el ámbito garantizado de los derechos, el juez 
constitucional actúa como garante, mediante el control de constitucionalidad, 
difuso y concentrado” (p. 92). 
En ese sentido,  del análisis documental realizado al diario de debates de la  29ª 
K-1 SESIÓN, de fecha 12 de agosto de 1993, se tiene que Fernández (1993) […] 
(considera) que la naturaleza, el contenido de los temas y la función que 
corresponde a este organismo jurisdiccional en materia constitucional es de 




tanto que los valores que resuelve el Poder Judicial ordinario no tienen ese 
contenido político (p. 1979). Asimismo, Velázquez (1993) considera que  si 
nosotros analizamos todos los recursos de amparo que se han presentado por los 
ciudadanos ilustres de nuestro país, han sido precisamente contra las 
resoluciones judiciales; más del sesenta por ciento de la documentación que obra 
en el Poder Judicial son recursos de amparo contra resoluciones judiciales. 
Entonces, mal podría el Poder Judicial ser juez y parte en este asunto (p. 1983). 
Finalmente, en dicho diario de debates Ferrero (1993) manifiesta que: La primera 
confusión que es importante deslindar, es que la existencia de un Tribunal de 
Garantías Constitucionales no le quita al Congreso su característica de legislador 
por naturaleza, el definidor, el que determina, en instancia absoluta y final, las 
normas de convivencia social. […]. (P. 1998) 
En síntesis, del análisis documental realizado se tiene que los fundamentos para 
la creación del Tribunal Constitucional identificados son 6: el primero consiste en 
que los fallos que emite una Sala de la Corte suprema respecto a las Garantías 
Constitucionales no siempre se condice con un fallo del TC. El fundamento 
siguiente, es que la naturaleza de la labor, los temas y la función que cumple un 
magistrado del TC es de carácter inminentemente político en cambio, los asuntos 
que conoce el Poder Judicial no tiene ese contenido político.  El tercer 
fundamento, es que el TC requiere de una especialidad y independencia muy 
especial, aparte si el TC formara parte del PJ y tuviera que conocer recursos de 
casación formuladas sobre resoluciones judiciales no contaría con la 
independencia exigida. El Cuarto fundamento, es que más del 60% de los 
recursos de amparo son contra las resoluciones judiciales por lo que, el poder 
judicial resultaría siendo juez y parte  si no existiera el TC. El quinto fundamento 
es que el Poder Judicial no puede ser juez y parte en las acciones de 
inconstitucionalidad que surjan en el mismo órgano jurisdiccional. Finalmente, el 
sexto fundamento es que la creación del TC no le quita al CR la función de 
legislador sino, el TC se constituye como un ente que soluciona los problemas 
que genera una ley contrario a la constitución. 
Por lo tanto, la carta magna de 1993 ha optado por el control de constitucionalidad 




Congreso de la República al ser quien crea y emite las leyes no es el ente idóneo 
para controlar  las leyes que él mismo emite, sino debe ser un órgano autónomo, 
independiente e imparcial quien controle la constitucionalidad de las leyes de la 
producción legislativa. Asimismo, es pertinente que este órgano constitucional 
autónomo se encuentre fuera del Poder Judicial debido a que,  en materia de 
garantías constitucionales el TC es el garante de los derechos fundamentales de 





















1. El sistema de elección de los magistrados del Tribunal Constitucional en el 
Perú ha sido cuestionado y problemático dado que, no existen reglas claras 
más aún, en la realidad se da el cuoteo político en virtud del artículo 201 de la 
carta magna lo cual, ha generado demoras en la renovación de los 
magistrados, declaraciones de nulidad de elecciones ya realizadas, 
incertidumbre y desconfianza,  afectando con ello la institucionalidad de este 
órgano constitucional. Pues, el problema no está en dotar de mecanismos de 
transparencia sino, en el número de votos exigidos al pleno para efectuar la 
elección y en la naturaleza política del CR. Por lo que, solo la voluntad de 
consenso de las fuerzas políticas, la priorización del interés general frente a 
los particulares y más aún la valentía de asumir a conciencia de que el actual 
sistema de elección no ha funcionado y priorizar una reforma constitucional, 
garantizará la independencia y autonomía de los magistrados del Tribunal 
Constitucional.  
2. El sistema de elección parlamentaria consiste en que un solo órgano o poder 
tiene la facultad de elegir a los miembros del TC, el cual ha sido adoptado en 
el Perú. Sin embargo, este sistema no ha respondido a las exigencias de 
transparencia, publicidad y participación ciudadana en los procesos de 
elección dado que, las elecciones efectuadas han sido cuestionadas y 
acusadas de haber negociaciones bajo la mesa. Por ello, se requiere atacar el 
problema de raíz planteando una reforma constitucional para modificar el 
artículo 201 de la carta magna en el sentido, de que el encargado de elegir a 
los miembros del Tribunal Constitucional sea una comisión especial  
conformado por el Presidente del Poder Judicial, Representante del Ministerio 
Público, la Defensoría del Pueblo,  la Contraloría General de la República, 
Presidente de la Junta Nacional de Justicia, un representante de las 
universidades públicas y otro de las universidades privadas del país. Pues, 
con la intervención de varios órganos e instancias se favorece a la 
despolitización del proceso de elección. 
3. En el sistema de elección de los jueces constitucionales en el Perú existen 
dos modalidades regulados en la LOTC, la ordinaria y especial. El primero 





con los requisitos legales puede postular. Por otro lado, la modalidad especial 
fue incorporada en el año 2012 bajo el fundamento de facilitar el proceso de 
elección y contar con juristas destacados y de primer nivel. Sin embargo, en 
ambos, casos se ha generado demoras, renuncias de candidatos ya elegidos, 
declaración de nulidades y cuestionamientos al proceso de elección debido, a 
que   no se ha establecido reglas claras para este procedimiento dejando a 
criterio y discrecionalidad de la comisión. Lo cual, no es saludable para 
garantizar la independencia e imparcialidad de los magistrados del TC. 
4. Los fundamentos del CCD de 1993 para la creación de un Tribunal 
Constitucional en el Perú consisten en que la naturaleza de la función y los 
temas que conoce tiene contenido político, por otro lado muchos de los 
recursos de amparo interpuestas son contra resoluciones judiciales y si el 
Tribunal Constitucional fuera parte del Poder Judicial no contaría con la 
imparcialidad requerida para resolverlos. Finalmente, este órgano 
constitucional actúa como legislador negativo mas no reemplaza las funciones 
legislativas del parlamento. Por lo cual, es necesario que en nuestro país 
exista un sistema de elección adecuada de sus miembros para proteger la 
independencia, idoneidad y autonomía de los magistrados al momento de 















1. Se recomienda al Congreso de la República del periodo parlamentario 2021-
2026, que concientice y asuma con responsabilidad y objetividad que el 
sistema de elección de magistrados del Tribunal Constitucional no ha 
funcionado, pues si bien se tiene la voluntad de introducir cambios a la LOTC 
no va solucionar el problema de raíz. Por lo tanto, se debe priorizar  una 
reforma constitucional para garantizar un proceso de elección imparcial y 
transparente.  
2. Se recomienda al Congreso de la República que ataque el problema en el 
sistema de elección de los miembros del Tribunal Constitucional de raíz, 
planteando una reforma constitucional para modificar el artículo 201 de la 
carta magna en el sentido, de que el encargado de elegir a los miembros del 
Tribunal Constitucional sea una comisión especial conformado por el 
Presidente del Poder Judicial, Representante del Ministerio Público, la 
Defensoría del Pueblo,  la Contraloría General de la República, Presidente de 
la Junta Nacional de Justicia, un representante de las universidades públicas 
y otro de las universidades privadas del país. Puesto que, al intervenir varios 
órganos e instancias se favorece a la despolitización del proceso de elección. 
3. Se recomienda al Congreso de la República que asuma con objetividad que, 
en ambas modalidades de elección sea ordinaria o especial siempre ha 
habido problemas de demoras, renuncias de candidatos ya elegidos, 
declaración de nulidades y cuestionamientos al proceso de elección. Para 
luego, realizar una reforma constitucional del artículo 201 de la carta magna. 
4. Se recomienda al Congreso de la República que  respete la independencia y 
autonomía del TC, dotando de un sistema de elección idóneo fuera del CR a 
la altura del supremo interprete de la Constitución Política, desterrando las 
prácticas de manejar o direccionar los procesos de elección para  colocar a 
determinada persona como miembro para proteger intereses políticos o 
personales. Ya que, es la jurisdicción que tiene el ciudadano para proteger 
sus derechos cuando, otras instancias no lo ha tutelado y es necesario contar 






PROYECTO DE LEY QUE PLANTEA LA REFORMA CONSTITUCIONAL DEL 
ARTÍCULO 201 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL PERÚ 
I. EXPOSICION DE MOTIVOS 
1. ANTECEDENTES 
En el artículo 201 de la carta magna de 1993 se establece que “[…] Los 
miembros del Tribunal Constitucional son elegidos por el Congreso de la 
República con el voto favorable de los dos tercios del número legal de 
sus miembros […]”.  
Es decir, la atribución exclusiva de elegir a los miembros del TC 
corresponde al Congreso de la República. Sin embargo, en el ejercicio 
de esta función especial el congreso no ha tenido una experiencia 
satisfactoria debido a que los procesos de elección efectuados han sido, 
cuestionados, poco transparentes, dándose renuncias y declaraciones 
de nulidad de designaciones ya realizadas.  
En ese contexto tenemos,  el proceso llevado a cabo en el año 2007 
donde Javier Ríos Castillo luego, de ser elegido como magistrado del TC 
solo duró en el cargo por un día puesto que, tuvo que renunciar por 
haberse publicado fotografías de un almuerzo junto a Agustín Mantilla  
Óscar López Meneses. 
Asimismo, en el año 2013 se produjo el problema conocido como la 
“repartija”, donde debido a que se había elegido como magistrados del 
TC a ex congresistas y personas cercanas a los partidos políticos del 
Nacionalismo, Perú Posible y el Fujimorismo, se generó una ola de 
protestas sociales a fin de que sea dejado sin efecto dicha elección, el 
cual, fue empeorado con la publicación y difusión por parte de los 
medios de comunicación unos audios donde los ex congresistas 
negociaban  las vacantes para el TC. Finalmente, la Resolucion 
Legislativa N° 04-2012-2013-CR tuvo que ser dejada sin efecto por el 




mismo congreso que lo acaba de elegir. Así, el Diario el Comercio 
informó de la siguiente forma la noticia: 
 
Fuente: http://elcomercio.peruquiosco.pe/m/a/20130718/1 
Por otro lado, tambien en el mes de junio de 2019 se venció el mandato 
de 6 de los magistrados actuales, sin embargo hasta la fecha el CR no 
ha elegido a los reemplazantes, mas aún en ese camino ya hubo una 
declaración de nulidad. Ya que, el 19 de noviembre de 2018 se 
constituyó la Comisión Especial encargada de elegir a los 
reemplazantes, sin embargo tuvo una larga demora para luego, 
presentar 9 candidatos al pleno seleccionados bajo la modaldad de 
invitación. En ese sentido sentido, el 30 de setiembre de 2019 el Pleno 
del CR se reunió para debatir y realizar la votacion para elegir a los 
miembros del TC, momentos en que el Presidente del Consejo de 
Ministros Salvador del Solar se presentó para plantear una cuestion de 
confianza, presentando un proyecto de ley para modificar el proceso de  
eleccion bajos los criterios de meritocracia, participacion ciudadana y 
tranparencia así como solicitando, que se suspenda el procedimiento de 
elección en curso sin embargo el Congreso de la República hizo caso 
omiso realizando la eleccion de Gonzalo Ortiz de Zevallos, lo cual, llevó 




eleccion el pasado 22 de mayo de 2020. Por lo que, el Diario Perú21 
informó dicho suceso de la siguiente manera: 
 
Fuente: http://peru21.peruquiosco.pe/m/a/20200523/8 
2. JUSTIFICACIÓN  
La Reforma Constitucional planteada se basa en la investigación 
realizada sobre el sistema de elección de los miembros del Tribunal 
Constitucional en el Perú donde, se concluyó que el sistema de elección 
de los magistrados del Tribunal Constitucional en el Perú ha sido 
cuestionado y problemático dado que, no existen reglas claras más aún, 
en la realidad se da el cuoteo político en virtud del artículo 201 de la 
carta magna lo cual, ha generado demoras en la renovación de los 
magistrados, declaraciones de nulidad de elecciones ya realizadas, 
incertidumbre y desconfianza,  afectando con ello la institucionalidad de 
este órgano constitucional. Pues, el problema no está en dotar de 
mecanismos de transparencia sino, en el número de votos exigidos al 
pleno para efectuar la elección y en la naturaleza política del CR. Por lo 
que, solo la voluntad de consenso de las fuerzas políticas, la priorización 




asumir a conciencia de que el actual sistema de elección no ha 
funcionado y priorizar una reforma constitucional, garantizará la 
independencia y autonomía de los magistrados del Tribunal 
Constitucional.  
 
Asimismo, el sistema de elección parlamentaria consiste en que un solo 
órgano o poder tiene la atribución de elegir a los miembros del Tribunal 
Constitucional, el cual ha sido adoptado en el Perú dado que, el 
Congreso de la República es quien tiene la atribución constitucional de 
seleccionar y designar a los miembros del Tribunal Constitucional. Sin 
embargo, este sistema no ha respondido a las exigencias de 
transparencia, publicidad y participación ciudadana en los procesos de 
elección, dado que, las elecciones efectuadas han sido cuestionadas y 
acusadas de haber negociaciones bajo la mesa. Por ello, se requiere 
atacar el problema de raíz planteando una reforma constitucional para 
modificar el artículo 201 de la carta magna en el sentido, de que el 
encargado de elegir a los miembros del Tribunal Constitucional sea una 
comisión especial  conformado por el Presidente del Poder Judicial, 
Representante del Ministerio Público, la Defensoría del Pueblo,  la 
Contraloría General de la República, Presidente de la Junta Nacional de 
Justicia, un representante de las universidades públicas y otro de las 
universidades privadas del país. Ya que, al intervenir varios órganos e 
instancias se favorece a la despolitización del proceso de elección. 
 
En ese sentido, la reforma planteada consiste en dar solución de raíz a 
los problemas que se generan en el proceso de elección de los 
magistrados del TC. Pues, el CR es un ente altamente político y al ser 
quien emite las leyes que son materia de control constitucional no debe 
ser quien elija a quienes van efectuar el control. Ya que, conforme, a los 
hechos mencionados en los antecedes de la presente propuesta 
evidentemente existe problemas graves de politización y cuoteo en las 





Así, al establecer que los miembros del TC sean elegidos por una 
Comisión especial conformada por representantes de los órganos 
autónomos de relevancia constitucional en el país, se favorece a que se 
lleve a cabo un proceso transparente, imparcial, idóneo y sobre todo 
alejado de la política. 
 
3. COSTO BENEFICIO 
La reforma constitucional planteada no generará gastos al erario 
nacional dado que, el número de miembros del TC seguirá siendo siete 
como lo es ahora y las instituciones que conforman la comisión especial 
encargada de seleccionar a los magistrados del TC asumirán con el 
presupuesto otorgado a sus instituciones.  
En ese sentido, el beneficio de la reforma constitucional radica en que al 
contar con un sistema de elección idóneo, fuera del CR, con 
participación de varias instituciones, bajo los criterios de publicidad, 
transparencia y meritocrático se contribuirá al fortalecimiento institucional 
del TC y nos permitirá contar con magistrados independientes e 
imparciales para una adecuada protección de los derechos 
fundamentales, un efectivo control constitucional y contar con la 
seguridad jurídica. 
4. IMPACTO DE LA LEY EN LA LEGISLACIÓN NACIONAL  
La presente reforma constitucional se da conforme al artículo 206 de 
la Carta magna por lo cual, deroga las normas y disposiciones que 
se opongan o limitan su vigencia. 
II. FORMULA NORMATIVA 
El Congreso de la República ha dado la siguiente Ley de Reforma 
Constitucional: 
Artículo 1: Objeto de la Ley  
La presente Ley tiene por objeto modificar el artículo 201 de la 




mecanismos y el ente competente para llevar acabo la lección de los 
magistrados del Tribunal Constitucional en el Perú. 
Artículo 2: de la modificación del artículo 201 de la Constitución 
Política  
Modifíquese el artículo 201 de la Constitución Política del Perú, bajo los 
siguientes términos. 
Artículo 201°: El Tribunal Constitucional es el órgano de control de la 
Constitución. Es autónomo e independiente. Se compone de siete 
miembros elegidos por cinco años.  
Para ser miembro del Tribunal Constitucional, se exigen los mismos 
requisitos que para ser vocal de la Corte Suprema. Los miembros del 
Tribunal Constitucional gozan de la misma inmunidad y de las mismas 
prerrogativas que los congresistas. Les alcanzan las mismas 
incompatibilidades. No hay reelección inmediata. 
Los miembros del Tribunal Constitucional son  elegidos por Concurso 
Público de Méritos, llevada a cabo por una Comisión Especial 
conformada por:  
1. El Defensor del Pueblo, quien preside la comisión. 
2. El Presidente del Poder Judicial. 
3. El Fiscal de la Nación. 
4. El presidente de la Junta Nacional de Justicia. 
5. El Contralor General de la República. 
6. Un  decano de las facultades de derecho de las universidades públicas 
licenciadas elegido entre sus ex decanos; y,  
7. Un  decano de las facultades de derecho de las universidades públicas 
licenciadas elegido entre sus ex decanos. 
Dicha Comisión, para su instalación requiere de la convocatoria del 
Defensor del Pueblo el cual, se debe efectuar 6 meses antes del 
vencimiento del mandato de los miembros del Tribunal Constitucional y 
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ANEXO N° 02 


















Tabla N° 3: Guía de análisis documental para el objetivo general  
 
Objetivo específico N° 01: Analizar el sistema de elección parlamentaria para elegir a los  miembros del Tribunal 
Constitucional en el Perú. 
Fuente: Diario de debates del Congreso de la Republica de la 12° Sesión Matinal de fecha 30 de setiembre de 2019. 
Tabla N° 4: Guía de análisis documental para el objetivo específico N° 01 
 
Cuestionamientos Modalidades  Mecanismos que se deben mejorar Síntesis Conclusiones 
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GUÍA DE ANÁLISIS DOCUMENTAL 
Objetivo General: Analizar el  sistema de elección de los miembros del Tribunal Constitucional en el Perú. 




Objetivo específico N° 02: Analizar la modalidad ordinaria y especial regulada en el sistema de elección de los 
miembros del Tribunal Constitucional en el Perú. 
Fuente: Informe de la Comisión Especial encargada de  recibir las propuestas y seleccionar los candidatos a Magistrados 
del Tribunal Constitucional durante tres periodos anuales de sesiones que comprende los años 2009-2010, 2012-2013 y 
2017-2018. 







































          




































































Objetivo Específico N° 03: Determinar los fundamentos del Congreso Constituyente de 1993 para crear un tribunal 
Constitucional en el Perú. 
Fuente: Diario de debates del Congreso de la República de la  29ª K-1 SESIÓN, de fecha 12 de agosto de 1993 (p. 1965-
2004). 
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ANEXO N° 03 










































ANEXO N° 04 




GUÍA DE ANALISIS DOCUMENTAL 
Objetivo General: Analizar el  sistema de elección de los miembros del Tribunal Constitucional en el Perú. 
Fuente: Diario de debates del Congreso de la República de la  29ª K-1 SESIÓN, de fecha 12 de agosto de 1993 (p. 1965-
2004). 
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Objetivo específico N° 01: Analizar el sistema de elección parlamentaria para elegir a los  miembros del Tribunal 
Constitucional en el Perú. 
Fuente: Diario de debates del Congreso de la Republica de la 12° Sesión Matinal de fecha 30 de setiembre de 2019. 
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Objetivo específico N° 02: Analizar la modalidad ordinaria y especial regulada en el sistema de elección de los 
miembros del Tribunal Constitucional en el Perú. 
Fuente: Informe de la Comisión Especial encargada de  recibir las propuestas y seleccionar los candidatos a Magistrados 
del Tribunal Constitucional durante tres periodos anuales de sesiones que comprende los años 2009-2010, 2012-2013 y 
2017-2018. 
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Objetivo Específico N° 03: Determinar los fundamentos del Congreso Constituyente de 1993 para crear un tribunal 
Constitucional en el Perú. 
Fuente: Diario de debates del Congreso de la República de la  29ª K-1 SESIÓN, de fecha 12 de agosto de 1993 (p. 1965-
2004). 
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